
Luego que en los últimos días se diera
a conocer que el Ministerio Público, en-
cabezado por el fiscal nacional, Ángel
Valencia, sumó a sus filas al abogado Jo-
sé Roa para prestar servicios como ase-
sor, los comentarios no han cesado en
los pasillos de la institución. Tampoco,
en el mundo político. Roa es hermano
de la esposa del ministro del Interior,
Álvaro Elizalde, quien forma parte del
círculo íntimo de Valencia, dado que
son padrinos cruzados de sus hijos.

Roa fue designado como director del
Sernac en 2005, por el Presidente Ri-
cardo Lagos, para más tarde, en 2014,
asumir como jefe del hoy extinto Plan
Estadio Seguro, cargo en el que se de-
sempeñó por dos años, hasta 2016
cuando presentó su renuncia en medio
de críticas por su gestión en esa enti-
dad. Bastante tiempo después, en 2023
volvió al Gobierno, pero esta vez como
coordinador de la reforma de las poli-
cías y se mantuvo en el cargo hasta el 6
de marzo de 2025. En abril de este año,
fue contratado a honorarios por un
sueldo de $3 millones brutos para de-
sempeñarse en la Fiscalía Nacional, en
calidad de asesor externo, al menos,
hasta el 19 de junio. 

n “Apoyo en la implementación
de proyectos estratégicos”

La función del cargo, según se deta-
lla en el sitio web de la fiscalía, apunta
al “apoyo en la implementación de
proyectos estratégicos institucional
2023-2031, levantamiento de prácticas
regionales en materia de atención de
usuarios, atención y protección de víc-

timas y testigos, además de diseñar
una propuesta de la Política de Nuevo
Trato de Víctimas y Testigos”, entre
otras materias.

Ayer el fiscal nacional se refirió por
primera vez a la llegada de Roa a la fis-
calía en una entrevista en radio Infini-
ta. Valencia sostuvo que “no voy a pri-
var a la institución del aporte de un
profesional valioso solo porque tiene
relación de parentesco con una perso-
na con la que tengo un vínculo de amis-
tad, si no hay ningún reproche legal ni
ético a una contratación de ese tipo”.

Asimismo, justificó la experiencia del
abogado explicando que “José Roa,
aparte de ser abogado de la Universi-
dad de Chile, tiene tres maestrías, una
de esas es en Estrategia de calidad y es-
tamos en el ámbito de atención de víc-
timas y testigos en la Fiscalía Nacional,
estamos en proceso de evaluación de lo
que hemos hecho y estamos en proceso
de diseño de la política de nuevo trato a
víctimas y testigos, con un enfoque es-
pecial, en el ámbito de calidad de usua-
rio”. En esa línea, agregó que “no lo
voy a excluir por esa razón, más aún si
nos puede prestar un servicio valioso”. 

n Pese a abstención, se le identi-
ficó como su “promotor”

Ahora, si bien en el último proceso de
elección del fiscal nacional, el entonces se-
nador Elizalde se abstuvo de votar cuan-
do Valencia fue elegido como candidato
del Gobierno, en los distintos comités re-
conocían al actual ministro del Interior co-
mo uno de los que promovía votos para él
tanto en la Sala, así como también en las

conversaciones con el Ejecutivo para
que su nombre fuera enviado, esto
tras los dos intentos fallidos ante-
riores del Presidente Gabriel Bo-
ric, con las nominaciones de José
Morales y Marta Herrera. La
Cámara Alta apoyó su designa-
ción con 40 votos a favor.

n Ausencia de concur-
so público

El exfiscal y abogado
penalista Marcelo Sanfe-
liú explicó que “la regla
general para la contra-
tación de funcionarios

del Ministerio Público es vía concurso
público. Esto de acuerdo a la ley y a los
reglamentos internos de la Fiscalía Na-
cional. Sin embargo, el fiscal nacional

tiene la facultad excepcional de contra-
tar cargos directamente, sin concurso,
cuando se trata de funciones de exclu-
siva confianza del fiscal nacional”. 

n “Riesgo reputacional” y necesi-
dad de “transparencia y funda-
mento”

Rosa Fernanda Gómez, abogada es-
pecialista en derecho administrativo
de la Universidad de los Andes, aseve-
ró que “lejos de generar valor, este tipo
de decisiones pueden socavar la credi-
bilidad de la fiscalía, especialmente en
temas sensibles como la investigación
de delitos y la atención a víctimas”, asi-
mismo, Gómez advierte los posibles
riesgos que este tipo de actuaciones
podría provocar en el Ministerio Públi-
co: “Primero, un riesgo reputacional,
puesto que las personas podrían inter-
pretar la contratación como una cues-
tión en donde el ‘mérito’ del profesio-
nal no fue el único criterio. Segundo,
impacto en clima institucional, debido
a que podría afectar la percepción de
otros funcionarios y abrir puertas a
comparaciones sobre contrataciones
similares. Por último, este tipo de si-
tuaciones exponen al órgano persecu-
tor a una mayor exposición pública y
mediática innecesaria”.

Por su parte, el académico de la Uni-
versidad Católica de Valparaíso
Eduardo Cordero, sostiene que “por
temas de probidad, resulta muy rele-
vante que la inversión de los recursos
públicos, respondan a criterios de efi-
cacia y eficiencia, dando la mayor
transparencia y fundamento de las de-
cisiones que se adopten”

Y destaca que además, “conforme al
principio de probidad, una autoridad
debe abstenerse, de adoptar decisiones
en donde exista cualquier elemento
que le reste imparcialidad. Esta regla
puede parecer demasiado estricta, pe-
ro tiene por finalidad evitar que las de-
cisiones públicas aparezcan afectadas
por vínculos o relaciones que pueden
alterar la buena marcha del servicio,
especialmente si están comprometidos
fondos públicos”. 

Pese a que jefe del Ministerio Público defendió contratación:

Expertos advierten posible
“conflicto de interés” tras llegada
de Roa a la Fiscalía Nacional 

SOFÍA FARÍAS G.

Roa es hermano de la esposa del ministro
Elizalde. Este último y el fiscal Valencia, además,
son padrinos cruzados de sus hijos. El abogado,
exdirector del Sernac y exjefe de Estadio Seguro,
realiza desde abril una asesoría en el organismo
de persecución penal. 

José Roa,
asesor de la
Fiscalía
Nacional. 

Ángel
Valencia,

jefe del
Ministerio

Público. 

‘‘Lo cuestionable no es
esta facultad legal sino cómo
se ejerce. Más allá de las
competencias profesionales que
pueda tener una persona (...)
debe estar presente de qué
manera se administra un
eventual conflicto de interés”.
...............................................................................

MARCELO SANFELIÚ
EXFISCAL Y PENALISTA

‘‘La contratación de
personas con un vínculo de
‘cercanía’ puede contribuir a
la percepción de nepotismo, lo
que ha sido cuestionado en
recientes informes de
Contraloría”. 
...............................................................................

ROSA FERNANDA GÓMEZ
ACADÉMICA U. DE LOS ANDES

‘‘Una autoridad debe
abstenerse de adoptar
decisiones en donde exista
cualquier elemento que le
reste imparcialidad (...) evitar
que las decisiones públicas
aparezcan afectadas por
vínculos que pueden alterar la
marcha del servicio”.
...............................................................................

EDUARDO CORDERO
ACADÉMICO DE LA UC DE VALPARAÍSO
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Así, se detalla: “Tras esta in-
vestigación a 102 expedientes
del sistema PAE (Procedimiento
Administrativo Electrónico) que
tenían resolución de multa, la
Contraloría detectó incumpli-
mientos en el plazo de tramita-
ción de los recursos de reposi-
ción interpuestos por los profe-
sionales sancionados”. 

Por ejemplo, menciona la audi-
toría, “en 96 registros se superan

Con solo unos días de diferen-
cia, la Contraloría General de la
República ha dado a conocer los
resultados de una serie de infor-
mes consolidados —basados en
cruce de datos— y de auditorías
relacionadas con reparticiones y
servicios públicos de toda índo-
le, identificando irregularida-
des, falencias e incluso eventua-
les delitos en su gestión. El últi-
mo de estos reportes se difundió
ayer, mediante sus redes socia-
les: era el informe final N° 180/
2025, que apunta a una deficien-
te gestión de la Superintenden-
cia de Seguridad Social (Suseso). 

Uno de los principales proble-
mas: su gestión se sostiene en
una plataforma tecnológica que
no funciona bien, y esta es la que
se usa para analizar las investi-
gaciones instruidas contra los
profesionales habilitados para
otorgar licencias médicas y que
hayan sido eventualmente emi-
tidas en forma irregular.

n “Retrasos críticos” en
procesos sancionatorios

Desregulación del sistema, exce-
sivos plazos de tramitación y usua-
rios fallecidos con cuentas activas
—que bordearon los cinco mil, tras
un cruce de información con el Re-
gistro Civil— fueron solo algunas
de las irregularidades identificadas
por el órgano contralor.

los 30 días hábiles administrativos
entre la fecha interposición del re-
curso y la de dictación de la reso-
lución terminal. Asimismo, se
identificaron 62 registros (65% de
los casos analizados), donde inclu-
so los plazos alcanzan los 427 días
hábiles, que exceden los 6 meses
dispuestos por la normativa”.

n Afectación de “fines del
servicio, como también los

derechos de los ciudadanos”
“Estos hallazgos —advierte el

organismo— denotan una pro-
longada demora en la resolución
de los expedientes, lo que puede
generar acumulación de casos
pendientes, afectando la eficien-
cia operativa de la repartición fis-
calizada. El retardo injustificado
en la tramitación de estos procedi-
mientos da cuenta de que los fun-
cionarios involucrados no obser-
van el orden normativo que los ri-
ge, poniendo en riesgo el logro de
los fines del servicio, como tam-
bién los derechos de los ciudada-
nos y las entidades fiscalizadas”.

A aquello se suma que “usua-
rios no registrados en la dota-
ción de personal de la Suseso,
realizan movimientos en el siste-
ma. Se hallaron 1.517.099 regis-
tros de bitácoras, que correspon-
den a (...) 73 usuarios, los cuales
presentan actividades en múlti-
ples expedientes, poniendo en
riesgo la integridad de la infor-
mación”, consigna el reporte.

n “Visadores” y “firmado-
res” en la Unidad de Con-

Suseso se suma a las conclusio-
nes de uno de los recientes infor-
mes de Contraloría, que da
cuenta de que más de 25 mil tra-
bajadores públicos viajaron fue-
ra de Chile estando con licencia
médica. En este caso, se ordena-
ron sumarios en las distintas re-
particiones, pero además se en-
viaron los antecedentes reuni-
dos en esa investigación admi-
nistrativa al Ministerio Público,
para que se instruyera una inda-
gatoria penal. 

n Se activan primeras citas
en causa penal por licencias
médicas fraudulentas

Esa pesquisa quedó a cargo de
la Fiscalía Metropolitana Orien-
te —apoyada por la Unidad An-
ticorrupción de la Fiscalía Na-
cional—, dada su experiencia
previa en causas del mismo ám-
bito de la salud, pues hace algu-
nos años investigó y ahora lleva
a juicio a un grupo de médicos

extranjeros que ex-
tendían de manera
masiva licencias fal-
sas. Las vendían por
hasta $90 mil, cuan-
d o b o r d e a b a n e l
mes, según las in-
formaciones reuni-
das en la causa. 

La Fiscalía convo-
có en ese marco a re-

presentantes de la misma Contra-
loría, de la Suseso, del Ministerio
de Salud (Minsal), la Comisión de
Medicina Preventiva (Compin),
Medipass, Imed, Fonasa, la Aso-
ciación de Isapres, el Consejo de
Defensa del Estado (CDE) y el Co-
legio Médico (Colmed).

trol de Licencias Médicas
Tanto para el proceso realiza-

do por la Unidad de Control de
Licencias Médicas (UCLM), así
como para los perfiles de la base
de datos de este, se advirtió que
las personas designadas como
“visadores de oficios y firmado-
res de resoluciones” no se en-
cuentran distribuidas por uni-
dad o por materia en cuestión,
donde se puede apreciar que “el
sistema permite
asignar a cualquier
funcionario” y la
selección del mis-
mo queda “a res-
ponsabil idad de
quien ejecuta el pa-
se que requiere vi-
sación o firma”. 

Frente a esta y
otras irregularida-
des, la Contraloría ordenó a la su-
perintendencia “instruir un pro-
cedimiento disciplinario para de-
terminar las eventuales responsa-
bilidades administrativas de los
funcionarios involucrados en los
hechos objetados en el informe”.

La situación detectada en la

Nuevo informe de Contraloría:

Identifican irregularidades
en gestión de Suseso, hay
hasta cinco mil cuentas
activas de fallecidos
y demoras excesivas

S. F. y A. CH. 

Estas y otras deficiencias generan problemas con las licencias
médicas y retrasos de hasta 427 días hábiles en la tramitación
de multas, de acuerdo con la auditoría.

“Usuarios no registrados en la dotación
de personal de la Suseso, realizan
movimientos en el sistema. Se hallaron
1.517.099 registros de bitácoras, que
corresponden a (...) 73 usuarios, los cuales
presentan actividades en múltiples
expedientes, poniendo en riesgo la
integridad de la información”.

“Estos hallazgos denotan una prolongada
demora en la resolución de los expedientes,
lo que puede generar acumulación de
casos pendientes, afectando la eficiencia
operativa de la repartición”.

EXTRACTO DE INFORME DE CONTRALORÍA 

La Superinten-
dencia de Se-
guridad Social
(Suseso) ins-
truirá un pro-
cedimiento
disciplinario
para determinar
las eventuales
responsabilida-
des administrati-
vas de los funcio-
narios involucra-
dos en los hechos
objetados por la
Contraloría. 

REUNIÓN
Fiscalía convocó a
representantes de

Contraloría, Salud y la
Colmed, entre otros; se
reunirían por el caso de
licencias fraudulentas.

Licencias.
El informe tam-

bién da cuenta de
irregularidades en

la Unidad de
Control de Licen-

cias Médicas.
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